1


AMPARO INDIRECTO:
QUEJOSO: EDUARDO DEL MARTIN ALBOR VILLANUEVA
AUTORIDAD RESPONSABLE: LUIS ALBERTO DORANTES LOPEZ, FISCAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DEL FUERO COMÚN ADSCRITO A LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN COMBATE A DELITOS PATRIMONIALES.
ASUNTO: SE INTERPONE DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO.
H. JUEZ DE DISTRITO EN TURNO, DEL VIGESIMO SEPTIMO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE CANCUN, QUINTANA ROO.

PRESENTE.
EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA, mexicano, mayor de edad, comparezco ante esta autoridad con la finalidad de interponer mi amparo. Asi mismo para efectos de dar cumplimiento a la ley de amparo procedo a señalar lo siguiente:

AUTORIZADOS EN TÉRMINOS AMPLIOS.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 12, primer párrafo, de la Ley de Amparo,1 autorizo en términos amplios a el licenciado en derecho, licenciado en derecho Álvaro Adrián Pegueros Castillo con número de cédula profesional 14486345, Doctor en Derecho Fidel Gabriel Villanueva Rivero con número de cédula profesional 9380620, a la Licenciada María Estefany Arceo Mis con cédula profesional 12732758 y a la Licenciada Eleonor Ortega Valles con cédula profesional 2465840, por lo que quedarán facultados para: interponer los recursos que procedan; ofrecer y desahogar pruebas; alegar en las audiencias; solicitar la suspensión o el diferimiento y realizar cualquier acto que resulte necesario para el ejercicio de los derechos de la suscrita, solicitando desde este momento y para todos los efectos legales a que haya lugar.

SE SEÑALAN AUTORIZADOS.
De igual forma, con apoyo en los artículos 12[footnoteRef:1] y 24 de la ley federal en cita, autorizo para recibir toda clase de notificaciones, documentos o valores, así como imponer en autos a los pasantes en derecho Alberto Arturo Pegueros Castillo, Gabriel Villanueva Achach y al Ciudadano Fidel Arturo Ladron de Guevara Bravo. [1:  Artículo 12. El quejoso y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero.
] 

VINCULACIÓN AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO
De igual manera debido a que actualmente el uso de la Firma Electrónica como medio electrónico permite ingresar al Sistema del Poder Judicial de la Federación como opción para promover juicios de amparo, escritos, consultar los expedientes electrónicos relativos a los juicios y los diversos asuntos relacionados con éstos, autorizo el nombre de usuario, “fidelvillanueva” con correo electrónico notificaciones@cejum.com, así también “marceomis” con correo electrónico mearceomis@gmail.com, y asi tambien “alvaro_pegueros” con correo electrónico alvaro_pegueros@hotmail.com para que por este medio se realice la vinculación del expediente electrónico que pueda derivar de la presente demanda de amparo, aclarando que no es voluntad del quejoso que el presente asunto siga la modalidad de “juicio en línea”, y por tanto, las notificaciones que deban ser de carácter personal se hagan de esa manera.


SE INTERPONE DEMANDA DE AMPARO EN LA VÍA INDIRECTA.
Con apoyo en lo dispuesto en los artículos 103, fracción I y 107, fracción XII, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con lo dispuesto por los numerales 1º, 2º, 5º, 6º, 17, 18, 20, 24, 26, 33, 35, 37, 107, 108 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo en vigor, vengo a solicitar el AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL, en contra de los actos que respectivamente se reclaman de las autoridades que serán señaladas como responsables en el presente libelo de demanda.

En concordancia con los artículos 103, fracción I y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en lo relativo a la fracción I del artículo 107 de la Ley de Amparo, comparezco para solicitar el Amparo y la Protección de la Justicia de la Unión por medio del presente Amparo Indirecto, por lo tanto, en cumplimiento a los requisitos de procedibilidad establecidos por el artículo 175 de la Ley de Amparo manifiesto lo siguiente:
I.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO:
Lo anterior ya ha quedado precisado en el proemio del presente escrito.

II.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL TERCERO INTERESADO:
A consideración del suscrito no hay terceros interesados.

III.- LA AUTORIDAD O AUTORIDADES RESPONSABLES:


1. LUIS ALBERTO DORANTES LOPEZ, FISCAL DEL MINISTERIO PÚBLICO DEL FUERO COMÚN ADSCRITO A LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN COMBATE A DELITOS PATRIMONIALES; Con dirección en el edificio ubicado en av. Rogelio Castorena por av. Huayacan de Cancun, Quintana Roo.

IV.- LA NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN QUE DE CADA AUTORIDAD SE RECLAME:
EL ACUERDO DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL AÑO 2026, POR EL CUAL LA AUTORIDAD RESPONSABLE NEGÓ EL ACCESO A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN  FGE/QROO/BJ/04/7127/2025  A  LA  VÍCTIMA  EDUARDO  DE
MARTIN ALBOR VILLANUEVA, donde determino lo siguiente:
“Se niega el acceso a la carpeta de investigación a la víctima EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA, toda vez que en el caso concreto la solicitud planteada no se encuentra dentro de las obligaciones que establece el artículo 131 del Código Nacional de Procedimientos Penales, puesto que la defensa de la persona moral CONTROLADORA DOLPHIN solicitó ante el juez de control lo siguiente:
“a efecto de que tenga verificativo la AUDIENCIA DE INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA, por omisiones del ministerio Público…”

En tal sentido la autoridad judicial determinó que el suscrito ya no es competente para conocer sobre la presente investigación, por lo tanto, de conformidad al artículo 127 del Código Nacional de Procedimientos Penales, no se le da acceso a la carpeta de investigación a la víctima EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA.”


V.- BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, MANIFIESTO QUE ME CONSTAN LOS HECHOS O ABSTENCIONES QUE CONSTITUYAN LOS ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO O QUE SIRVAN DE FUNDAMENTO A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.
En fecha 7 de enero del año 2026, el Juez de Control de la ciudad de Cancún, Quintana Roo, en la carpeta auxiliar 269/2025 tuvo por recibido un escrito atribuido al Licenciado Joel Ernesto Madera Cruz, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral Controladora Dolphin, S.A. de C.V., en el que solicita se fije fecha y hora para la celebración de una audiencia de incompetencia por declinatoria.
En acuerdo de fecha 8 de enero del año 2026, se fijó fecha y hora para la audiencia de INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA, programada para el día
12 de enero del año 2026, a las 14:00hrs, he de señalar que en el propio acuerdo se establece lo siguiente:
“(...) con fundamento en los Artículos 51 y 52 en relación al numeral 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales, una vez verificado por la Administración de Gestión Judicial de este Juzgado, la disponibilidad de fechas y horarios en el Sistema de Gestión Judicial Penal, se fija las CATORCE HORAS DEL DOCE DE ENERO DEL DOS MIL VEINTISÉIS a
efecto de que tenga verificativo la AUDIENCIA DE INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA, por omisiones del ministerio Publico, (...)”
4. En fecha 12 de enero del año 2026, se llevó la audiencia de Incompetencia por Declinatoria, en el cual el Juez de Control determinó remitir todas las constancias que obran en autos de la carpeta de investigación FGE/QROO/CAN/FEDP/04/7127/2025, ante el Juez de Control de la Ciudad de México.
3. En fecha 5 de febrero del 2026 se presentó el escrito solicitando acceso a la carpeta de investigación FGE/QROO/BJ/04/7127/2025 donde EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA tiene carácter de víctima.
4. En fecha 10 de febrero del año 2026 la autoridad ministerial determinó que el ciudadano EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA ya no es competente para conocer de la carpeta de investigación FGE/QROO/BJ/04/7127/2025 y que por consiguiente debía de remitir la carpeta de investigación a la Ciudad de México.


PRESENTACIÓN DEL AMPARO
Ahora bien, conforme a lo establecido por los artículos 17, 18, 22 y 31 de la Ley de Amparo, los cuales señalan los plazos para presentar la demanda, siendo de quince días hábiles, los cuales, en el caso particular, comenzarán a contarse a partir del día siguiente en que el quejoso tenga conocimiento del acto que se reclama. He de señalar que el día 25 de diciembre del año 2025, conforme a la Ley Federal del Trabajo está establecido como día inhábil. Por lo que los términos se computan de la siguiente manera:

	
PLAZOS

	10 de febrero de 2026
	Fecha en la que me notificaron el acuerdo el cual constituye el acto reclamado.

	10 de febrero de 2026
	Fecha que surte efectos la notificación

	11 de febrero de 2025
	
Fecha que comienza a correr el término.

	14, 15, 21, 22, 28 de febrero, 1
	Dia inhabil
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	de marzo de 2026.
	

	25 de febrero de 2026
	Fecha de presentación del amparo.

	3 de marzo de 2026
	Vence el término para presentar el amparo correspondiente.






VI. PRECEPTOS CONSTITUCIONALES Y DERECHOS HUMANOS VIOLADOS. Se
considera que los preceptos constitucionales violados en perjuicio del directo quejoso. Las garantías de legalidad seguridad y libertad contenidas en los artículos 1, 8, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la autoridad responsable dio considera que los preceptos constitucionales violados en perjuicio del directo quejoso. Las garantías de legalidad, seguridad jurídica.

VII.- INTERÉS LEGÍTIMO.
El artículo 107, fracción I, Constitucional establece que el Juicio de Amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos por esta Constitución y con ello se afecte su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico. Existe criterio firme tanto en la doctrina jurídica como en la interpretación jurisprudencial, que establece que el interés jurídico para promover el juicio de amparo se actualiza cuando un acto de autoridad, ya sea por acción u omisión, produce una afectación real, directa y personal en los derechos fundamentales del gobernado.

VIII. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.

CONCEPTO DE VIOLACIÓN EN GENERAL. - LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE DAR ACCESO A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN.

PRIMER CONCEPTO DE VIOLACION. LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE PERMITIR EL ACCESO A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN BAJO EL ARGUMENTO DE QUE, POR ACUERDO DEL JUEZ DE CONTROL, LA FISCALÍA DEJÓ DE SER COMPETENTE PARA CONOCER DEL ASUNTO.

PRIMER REFUTATIO.- No se debe pasar por alto que el aquí quejoso tiene derechos humanos y procesales en el carácter de victima con el que cuenta en la carpeta de investigación de la cual deriva el presente asunto, pues el artículo 20, apartado C, fracción II constitucional reconoce a la víctima el derecho a coadyuvar con el Ministerio Público y a tener acceso a la carpeta de investigación, derecho que no se encuentra condicionado a la permanencia territorial de la autoridad investigadora, ni puede ser suspendido con motivo de una declaratoria de incompetencia, ya que la carpeta de investigación no deja de existir jurídicamente por el solo hecho de que se haya ordenado su remisión pues mientras no se materialice y aun después de ello, el derecho de acceso subsiste, ya que es el aqui quejoso quien ostenta el caracter de victima, y me asiste el derecho de poder imponerme de la carpeta de investigación todas las veces que así lo requiera.
La negativa del Ministerio Público de darme acceso a la carpeta de investigación es un acto que viola derechos humanos del quejoso, ya que la incompetencia declarada no extingue facultades para permitir el acceso, y se hace notar, que la incompetencia para conocer del del asunto no elimina obligaciones constitucionales, especialmente aquellas derivadas de derechos de la víctima, pues la autoridad ministerial conserva el deber de garantizar el acceso hasta el momento mismo de la entrega formal del expediente, y aun en ese tránsito debe salvaguardar el derecho de consulta, ell impedir el acceso, la autoridad coloca a la víctima en un estado de indefensión, pues le impide conocer el contenido de la investigación, ejercer adecuadamente su derecho de coadyuvancia, formular solicitudes, aportar datos de prueba o impugnar determinaciones en el procedimiento de investigación en el que me encuentro, razón por la cual, se sostiene que esta restricción no encuentra sustento constitucional y resulta desproporcionada.
SEGUNDA REFUTATIO.- Es menester hacer notar a su señoría, que parte de la negativa de tener acceso a la carpeta de investigación, deriva de la determinación de remitir la carpeta de investigación de Cancún, Quintana Roo a la Ciudad de México, situación jurídica que se encuentra afectando gravemente al quejoso, pues la remisión material de la carpeta constituye un acto de ejecución que se puede volver como un daño irreparable, toda vez que si la carpeta es enviada, se consuma el traslado competencial y se dificulta el ejercicio inmediato de los derechos de la víctima, generando un obstáculo real para la tutela judicial efectiva prevista en el artículo 17 constitucional, el derecho de acceso a la investigación es una manifestación del principio de igualdad procesal y del acceso efectivo a la justicia, por lo que no puede quedar suspendido por un conflicto de competencia, pues ello implicaría subordinar un derecho fundamental a una cuestión administrativa o territorial, y en consecuencia, la negativa de acceso y la ejecución del envío de la carpeta constituyen actos que vulneran derechos fundamentales y deben ser suspendidos para preservar la materia del juicio de amparo, ordenándose que la carpeta permanezca bajo resguardo y que se garantice el acceso inmediato a la víctima hasta en tanto se resuelva en definitiva la cuestión competencial.
IX. CAPÍTULO DE SUSPENSIÓN

La fracción X del artículo 107 constitucional, establece que tratándose de las controversias del artículo 103 de la norma constitucional -con excepción de aquellas en materia electoral- se sujetará el trámite del juicio de amparo a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases que se señalan en el propio numeral 107 de la normativa básica, destacando que la citada fracción X señala que todos los actos reclamados en amparo podrán ser objeto de suspensión, en los casos y mediante las condiciones (no confundir con requisitos) que determine la ley reglamentaria, para lo cual el órgano jurisdiccional de amparo, cuando la naturaleza del acto lo permita, deberá realizar un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho, del orden público y del interés social.
Para tal efecto, se privilegia la discrecionalidad de los jueces consagrando expresamente como elemento a considerar para el otorgamiento de la suspensión la apariencia de buen derecho, requisito éste reconocido por la Suprema Corte de Justicia y que constituye uno de los avances más importantes en la evolución del juicio de amparo en las últimas décadas.
Sin embargo, para asegurar su correcta aplicación, se establece la obligación del Juez de realizar un análisis ponderado entre la no afectación del interés social y el orden público y la apariencia de buen derecho. Con esto se logra que la medida cautelar sea eficaz y que no se concedan suspensiones que molestan la sensibilidad de la sociedad. Adicionalmente a lo anterior, en la legislación secundaria del juicio de amparo en vigor, concretamente en el artículo 75 se instituye (entre otros) el principio general de la función jurisdiccional de amparo consistente en que los juzgadores federales del conocimiento deben apreciar los actos reclamados tal como aparezcan probados ante las responsables, aspecto en el cual deben considerarse también los diversos principios que se desprenden el artículo 76 de la misma legislación, relativos a que es obligación jurisdiccional atender en todo momento a las cuestiones efectivamente planteada por los quejosos y no incurrir en alteración o modificación de dicha cuestión ni de los hechos.
Por otra parte, el artículo 128 de la Ley de Amparo, en el contexto constitucional y legal actual, definitivamente ya no puede ser interpretado como sustitutivo del artículo 124 de la anterior legislación de amparo de 1936, constituían un requisito insuperable para el otorgamiento de la suspensión, ya que en la actualidad es constitucional y legalmente válido el otorgamiento de medidas cautelares de suspensión aun cuando se siga perjuicio el interés social y se contravengan disposiciones de orden público, siempre que las afectaciones a dichos aspectos sean menores en comparación a la entidad y gravedad de las afectaciones que puedan repercutir en la esfera de derechos del quejoso, apreciado desde la perspectiva de la apariencia del buen derecho (fumus boni iuris), regla que se confirma con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Amparo, que reitera la mecánica de la ponderación como metodología para el otorgamiento de la suspensión como ordena la premisa constitucional antes señalada; contexto en el cual, de ser procedente la medida contra el acto reclamado, así como contra sus efectos y consecuencias, la suspensión surtirá sus efectos desde que se pronuncie el acuerdo relativo aun cuando se ha recurrido (artículo 136) y en caso de conceder se la suspensión, el juzgador podrá fijar en caso de ser necesario los requisitos y efectos de la medida (artículo 138, fracción I).
Adicionalmente debe considerarse que siempre que exista peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado, o de que se causen perjuicios de difícil reparación para el quejoso, el órgano jurisdiccional deberá proceder con prudencia cautelar, es decir, preferir la protección de un derecho antes que generar estado donde sea mayor la dificultad o incluso la imposibilidad de restitución, lo que se logra ordenando inmediatamente que las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique la resolución sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas que estime convenientes para que no se defrauden derechos de terceros y se eviten cualquier clase de perjuicios, como también evitando que quede sin materia el juicio de amparo.
Por su parte el artículo 147 de la ley de la materia, establece que siempre que sea procedente el otorgamiento de la suspensión, corresponde al órgano jurisdiccional fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecerse condiciones de cuyo cumplimiento (por parte del quejoso, por parte de las autoridades responsables o incluso de terceros) dependa el que la suspensión cautelar siga surtiendo sus efectos; como también, en atención a la naturaleza del acto reclamado, el juez puede ordenar que las cosas se mantengan en el estado que guardan, por igualmente, en casos en que se jurídica y materialmente posible, puede restablecer provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio, lo que en el lenguaje procesal de las medidas cautelares se conoce como "efecto anticipatorio".

Las anteriores consideraciones, con la lectura de la ejecutoria de valor jurisprudencial y obligatorio dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 146/2019 en sesión de 7 de mayo de 2020; fallo en el cual el propio pleno instituye con carácter obligatorio la interpretación consistente en estimar que la reforma constitucional de 5 de junio de 2011 a las bases fundamentales del juicio de amparo trajo consigo un cambio total de paradigma en materia de suspensión, abandonando completamente el anterior sistema de una medida suspensional con características meramente paralizante e introduciendo un nuevo y renovado sistema de medidas cautelares; también se establece como criterio obligatorio el considerar el análisis ponderado y equilibrado a que se refiere la fracción X del artículo 107 constitucional como la metodología jurisprudencial mente obligatoria por parte de los juzgadores para decidir en materia de suspensión, del mismo modo que la dificultad o imposibilidad en la reparación ya no constituye un requisito de suspensión pero sí un criterio relevante de valoración para decidir jurisdiccionalmente sobre su otorgamiento, de la misma manera que se instituye jurisprudencialmente y con carácter obligatorio que la suspensión puede tener dos tipos de efectos: a) El efecto conservativo, que identifica a la medida cautelar de suspensión solamente como un sistema paralizante de los efectos y consecuencias de los actos reclamados, por ser eficiente (en función el caso concreto) para asegurar que la parte quejosa no sufra afectaciones, daños y perjuicios mientras se sustancia el juicio de amparo hasta la sentencia de fondo; y b) El diverso efecto de tutela anticipada o anticipatoria, es decir, si el efecto conservativo meramente paralizante no puede garantizar que la parte quejosa no sufra ninguna clase de daños y perjuicios mientras se tramita en el fondo el juicio de amparo, entonces el órgano jurisdiccional puede acudir a esta modalidad conforme la cual es posible restablecer al quejoso en el goce de la garantía o derecho afectado con el acto reclamado, evitando no constituir ningún derecho que no tuviera el quejoso antes de la presentación de la demanda, lo que significa que si el derecho existía con anterioridad la presentación de la demanda, entonces la restitución es procedente, del mismo modo que en función de la apariencia del buen derecho y sin constituir ningún derecho que no fuera preexistente- es posible asegurar a la parte quejosa los efectos de la sentencia de fondo desde el otorgamiento de la suspensión, todo lo cual se desprende del artículo 147 de la Ley de Amparo.
En concreto, se solicita la suspensión cumpliendo sus requisitos de procedencia:

En este punto se tiene que el acto reclamado, es inminente, toda vez que una autoridad judicial que rebasó su competencia y facultades, ya que a él no le correspondía resolver la incompetencia de la fiscalía, y en un abuso de autoridad, le ordenó al ministerio público, remitir, dicha carpeta de investigación a la ciudad de Mexico, a todas luces, contrario a derecho.
En este acto, se debe señalar, que los efectos de la incompetencia tiene como consecuencia de que al ser remitidas las actuaciones a la ciudad de méxico, la indagación la estaría realizando una autoridad incompetente, de entrada, en el caso del ministerio público, violando el articulo 21 de nuestra Constitucion, ya que la competencia en etapa ministerial, le corresponde hasta antes de la audiencia inicial al ministerio público resolverla, de acuerdo a sus ordenamientos legales, y no al Juez. ¿Cuáles son los efectos de la incompetencia?, declarar la nulidad de los actos, y de facto, lo grave es, que de enviarse la incompetencia por parte de la autoridad ministerial estaríamos violando derechos humanos de manera de manera flagrante, y en concreto los articulo 14, 16 y 17 de la Constitución. Es importante señalar que el articulo 29 señala que las actuaciones por incompetencia sólo se permitirán cuando sea de manera urgente, como cuando haya un detenido, situación que no es el caso, por lo que esta primera hipotesis, se encuentra acreditada en la solicitud planteada, y al negarse el acceso a la carpeta por la autoridad responsable se violenta mi derecho humano consagrado en el articulo 20 de la Constitución, para el quejoso es importante establecer que es lo que el MInisterio Público acordó y en que casos fue omiso para poder defenderme, antes de que se envíe esa incompetencia, se me debe otorgar el acceso a la carpeta, para efectos de que esta no sea enviada antes de que yo me imponga de las solicitudes realizadas.
El acto reclamado, se encuentra plenamente acreditado, como se podrá constatar con el propio acuerdo dictado por la autoridad ministerial donde se me niega el acceso a la carpeta de investigación.
En ese sentido se tiene que, la incompetencia que hoy me doy por notificado por parte de la autoridad ministerial donde el Juez forsa a realizar, la suspensión es procedente ya que de no otorgar, si se viola mi derecho humano consagrado en el articulo 20 de nuestra Constitución, en este sentido se tiene que se debe ponderar, mi derecho humano de acceso a la justicia, y debe otorgarse la suspensión hasta en tanto no se resuelva y cuente un servidor con todos los elementos presentados ante el ministerio público para el desarrollo y desahogo de la investigación.
La Constitución, establece claramente en el artículo 21, que es al ministerio público la investigación de los delitos, y es claro, es a la fiscalía a quien le corresponde decidir sobre dicha circunstancia, y no así al Juez.
EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN: La suspensión definitiva permitirá que, hasta en tanto se resuelva el fondo del juicio de amparo, el quejoso no resienta las consecuencias de un acto procesal irregular, garantizando que el eventual otorgamiento del amparo no se torne ilusorio o ineficaz. Atendiendo a la naturaleza del acto reclamado y a que la suspensión solicitada no causa perjuicio a terceros ni afecta el interés social, se solicita que, NO SE REMITA LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN HASTA QUE SE RESUELVA EL  ASUNTO  DE  FONDO  EN  EL  PRESENTE  JUICIO  DE  GARANTÍAS,  y
concretamente se solicita lo siguiente:

La autoridad responsable se abstenga de remitir material o físicamente la carpeta de investigación a la Fiscalía de la Ciudad de México.
Se mantenga la carpeta de investigación en resguardo en la Fiscalía actualmente poseedora, sin realizar acto alguno que implique su traslado, archivo, envío o entrega.
Se permita el acceso, consulta y obtención de copias a la parte quejosa en su calidad de víctima, garantizando plenamente el derecho previsto en el artículo 20 apartado C de la Constitución.
Se abstengan de realizar cualquier acto que torne material o jurídicamente irreparable la materia del presente juicio de amparo.
X- COMPETENCIA
Es Usted competente para conocer del presente juicio de garantías, con fundamento en lo establecido por la Ley de Amparo en su artículo 37, 107, 108, 109, 110 y 111; toda vez que es un acto que causa perjuicio sustancial a los derechos humanos de la suscrita en una carpeta de investigación, siendo que a su vez el acto reclamado no cuenta con una tramitación especial para la solución de dicho conflicto. Aunado a que este H. Juzgado de distrito resulta competente pues el acto reclamado se cometió en la Ciudad de la Cancún Quintana Roo, y el Juzgado con jurisdicción en tal lugar radica en esta misma ciudad.

Por lo antes expuesto y fundado, A Usted C. Juez de Distrito, atentamente pido se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentado con la personalidad que me ostento, en términos de este ocurso, demandando el Amparo y Protección de la Justicia Federal en contra de los actos de autoridad que han quedado debidamente precisados, emitiéndose el presente juicio de amparo que se instaura, por ser oportuno y procedente; así como al tomarse en cuenta que los actos señalados como reclamados implican peligro de privación de la libertad del quejoso.
SEGUNDO.- Tener por autorizados a los profesionistas y las personas citadas en el proemio de la presente demanda de amparo, para los efectos que se precisan.

TERCERO.- Se conceda la suspensión provisional y en su oportunidad definitiva.

CUARTO.- Previos los trámites de ley, dictar resolución en la que se CONCEDA al quejoso el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión solicitado.

A T E N T A M E N T E.





EDUARDO DE MARTIN ALBOR VILLANUEVA
25 DE FEBRERO DEL 2026, CANCÚN, QUINTANA ROO.


PRUEBA Y/O ANEXO


1. Acuerdo del 6 de febrero de 2026 dictado por la autoridad responsable en la carpeta de investigación FGE/QROO/BJ/04/7127/2025 en donde niega el acceso a la carpeta de investigación.

